
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 5. Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS Y ADICIONA EL 158 BIS A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, A CARGO 

DEL DIPUTADO JOSÉ ARTURO LÓPEZ CANDIDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT 

El suscrito, José Arturo López Cándido, diputado federal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del 

Trabajo en la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 6, numeral 

1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta 

soberanía, la presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

Es lamentable tener que reconocer que toda propuesta que contemple beneficios laborales no se encuentran 

incluidos en las leyes en nuestro país. 

En este sentido, también es necesario recordar que la elaboración de nuestros marcos jurídicos es perfectible y 

tienden a incorporar los mayores elementos necesarios para una sana relación entre los trabajadores y la parte 

patronal. 

No obstante, el sector de personas con pocas posibilidades de conseguir un empleo formal, que les otorgue 

seguridad social, que les reconozca su antigüedad para efectos de jubilación y que reciban el beneficio de las 

prestaciones sociales, es cada vez mayor y aún no se ha dado solución a este grave fenómeno social. 

Es pertinente recordar que para el cierre del año pasado, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía calculaba 

que la cifra de personas en el sector informal era de unos 29 millones, y por desgracia los beneficios con los que 

cuenta cada una de estas personas en cuanto a prestaciones sociales es nulo, al no gozar de un empleo estable. 

Ya se ha dicho en múltiples ocasiones que, el tiempo de cotización por algún instituto de seguridad social 

reconocido por el Estado, será aquel que haya acumulado cualquier trabajador siempre y cuando cubra los 

requisitos de ley, como pueden ser los derechos a que están sujetos los trabajadores al servicio del Estado para 

recibir una pensión de retiro por edad y tiempo o por jubilación. 

Otro caso lo tenemos para los trabajadores quienes cotizan al Instituto Mexicano del Seguro Social, también bajo 

las premisas señaladas en la propia Ley del Seguro Social para dichos efectos. 

Es de todo conocido que la aspiración de toda persona trabajadora es no solamente a que el Estado le reconozca su 

tiempo de trabajo, sino también, que sea el Estado quien pueda dar las garantías de un retiro justo y digno, según 

las condiciones a las que haya estado sujeta cada persona para obtener su retiro. 

No debe ser sólo un tema que las instituciones de seguridad social puedan determinar para los efectos de retiro, 

pues el derecho que la población trabajadora que no cotiza para dichos institutos también es susceptible de tenerse 

en cuenta y dar solución a sus necesidades de retiro y jubilación. 

Por increíble que parezca, ninguna disposición legal en la materia, incluyendo nuestro texto constitucional, 

reconoce fehacientemente el derecho que toda persona trabajadora posee para generar antigüedad en el cargo o 

función que desempeñe aún bajo la práctica de alguna actividad laboral por su propia cuenta, bajo las condiciones 

que fueran ya sea a través de un trabajo formal o informal. 

Es de reconocer que este aspecto resulta altamente cuestionado dado a la disposición que toda persona tendría para 

acumular tiempo para efectos de su antigüedad, pero precisamente este es el tema por el cual se debe discernir para 



proporcionar mayores elementos para que todo trabajador cuente con el mismo derecho de acumular tiempo y 

experiencia y que este sea reconocido por el Estado. 

El propósito de la presente iniciativa es ese, llevar a rango constitucional este concepto y que para lo subsecuente 

sea la Secretaría del Trabajo y Previsión Social la que participe directamente en la generación de un sistema único 

que permita recibir las constancias de toda persona interesada y que por su propio conducto comunique a esta 

dependencia que sigue ejerciendo su actividad laboral. 

En este sentido, es pertinente señalar que en nuestros días existe un número elevado de personas en edad de retiro o 

jubilados, mismos que por diversas condiciones entre las que se encuentra la imposibilidad de hacer un cálculo 

exacto de los días trabajados y acumulados para generar sus pensiones correspondientes, ahora por ejemplo las 

vemos empleadas como franeleros o empacadores en tiendas de autoservicio y centros comerciales. 

En definitiva no es un tema denigrante el que dichas personas puedan dedicarse a este tipo de actividades, pero sí 

resulta determinante lograr que la situación laboral que hay detrás de cada una de ellas sea reconocida y se le 

brinde el trato justo. 

Decir que uno de los argumentos para ocupar un puesto deseado tiene que ver con que “no se comprueba la 

experiencia necesaria para desempeñar un oficio” ya debe ser un tema suficientemente discutido, pues existen los 

elementos para hacer que tal situación deje de ser un impedimento. 

Otra causa más, como ya lo mencionamos en párrafos anteriores, resulta una condición de imposibilidad para poder 

calcular el tiempo dedicado al empleo o la ocupación practicada incluso por su propia cuenta, no sin antes aclarar 

que para el propósito de acreditar dicha antigüedad se debe cotizar el correspondiente tiempo ante alguna de las 

instituciones de seguridad social legalmente constituidas y reconocidas para realizar el pago conducente de la 

pensión o jubilación. 

También nuestro propósito es este, lograr que el Estado no sólo participe con la correspondiente entrega de pensión 

o jubilación previamente requisitada por cada trabajador, sino que también les reconozca su antigüedad para que, 

dado el caso, el interesado pueda tramitar su retiro anticipado. 

Finalmente, hemos de comentar que cuestiones como la presente exposición, además de un sistema único entre 

instituciones de gobierno en materia de retiro que les permita cruzar información y de esta forma garantice mayor 

certidumbre para el cálculo de elementos necesarios para tramitar el retiro en el trabajo de cualquier persona en 

edad o condición de hacerlo. 

Por las consideraciones expuestas, sometemos a su consideración el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo noveno al artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 5o. 

I. a VIII. ... 

Todo trabajador gozara de las garantías que el Estado brinde para reconocer y proteger la antigüedad laboral, 

para los efectos de prestaciones de servicios, otorgamiento de derechos así como de jubilaciones y pensiones 

previstas en las leyes secundarias en la materia. 

Artículo Segundo. Se adiciona un inciso g) a la fracción IX del artículo 123 en su apartado A, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 



Artículo 123. 

I. a IX. ... 

a) a f)... 

g) Todo trabajador tiene derecho a que se le reconozca su antigüedad, conforme a lo previsto en el párrafo 

noveno del artículo 5o. de esta Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos. Será la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social la que reconozca y norme el registro alterno de los tiempos calculados para los 

trabajadores que no coticen para alguna institución de seguridad social reconocida por el Estado. 

Artículo Tercero. Se adiciona un artículo 158 Bis a la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue: 

Artículo 158 Bis. El Estado, a través de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, se encargará de dar el 

reconocimiento y contabilizar el o los periodos de trabajo justificados por cada trabajador y que son el resultado del 

desempeño de funciones o tareas a fines a las que hayan sido efectuadas durante el o los periodos de trabajo bajo 

contrato en alguna institución privada o pública y sin menoscabo del reconocimiento institucional por parte de las 

dependencias de seguridad social reconocidas por el propio Estado. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto, entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los dos días del mes de abril de 2013. 

Diputado José Arturo López Cándido (rúbrica) 

 


